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CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala de Bayamón. 
 
Civil núm.: 
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consolidado con los casos 
civiles núm.: 
D DP2014-0333; 
D DP2014-0845; 
D DP2014-0416; 
D DP2013-0968. 

 
Sobre: 
Daños y perjuicios. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 3 de agosto de 2016. 
 

El 12 de mayo de 2016, la parte peticionaria, Universal Insurance 

Company, instó el recurso de certiorari que nos ocupa.  En él, solicita que 

revisemos la Resolución dictada el 5 de abril de 2016, notificada el 12 de 

abril de 2016, mediante la cual el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón, declaró con lugar el memorando de imposición de 

las costas incurridas durante el pleito instado por el recurrido, Sr. Alexis 

García Aguirre (Sr. García), por la suma total de $11,085.00.  

Transcurrido el término para presentar su posición1, el recurrido no 

compareció, por lo que el recurso quedó debidamente perfeccionado para 

su adjudicación por este foro.  

A la luz del derecho aplicable, se expide el auto solicitado y se 

modifica la Resolución recurrida, a los fines de eliminar las partidas 

correspondientes a los gastos de las fotocopias ($350.00) y el correo 

certificado ($35.00), por constituir gastos no recobrables como costas 

según la jurisprudencia interpretativa de la Regla 44 de las de 

                                                 
1
 Véase, Regla 37 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 37 (A).  
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Procedimiento Civil.  En su consecuencia, la cantidad total de costas a 

pagar por la parte peticionaria se reduce de $11,085.00 a $10,700.00.  

Así modificada, se confirma. 

I. 

 El 15 de marzo de 2016, notificada el 17 de marzo de 2016, el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón, emitió una 

Sentencia en la que ordenó a Universal Insurance Company (Universal) a 

resarcir al Sr. García, y otros codemandantes, los daños y perjuicios 

sufridos por estos2.   

A la luz de la Sentencia, el Sr. García presentó un memorando de 

imposición de las costas incurridas durante el pleito.  En total, este solicitó 

la cantidad de $11,085.00. 

De acuerdo a la Resolución cuya revisión nos solicita Universal, el 

Sr. García detalló las partidas de gastos de la siguiente manera: $375.00 

en sellos de rentas internas; $325.00 por el diligenciamiento de los 

emplazamientos; $350.00 por concepto de fotocopias; $5,000.00 por la 

elaboración de los informes periciales; $5,000.00 por la preparación y 

comparecencia a juicio del perito; y $35.00 por servicios de correo 

certificado3. 

La Resolución, dictada el 5 de abril de 2016, notificada el 12 de 

abril de 2016, concluyó que todas las partidas solicitadas por el Sr. García 

constituían gastos necesarios y razonables susceptibles de recobro como 

costas.  Por ello, aprobó el memorando de costas y le impuso a Universal 

el pago total de las partidas reclamadas por el Sr. García. 

Así las cosas, el 3 de mayo de 2016, Universal presentó una 

Solicitud urgente para que se deje sin efecto resolución ordenando pago 

de costas4.   

                                                 
2
 En total fueron cinco los demandantes, cuyos casos fueron consolidados en instancia.  

Universal apeló aquella parte de la Sentencia adjudicada a favor del Sr. García (caso 
civil núm. D DP2013-0929), y esta fue confirmada por este panel el 27 de junio de 2016, 
en el recurso KLAN201600492. 
 
3
 Universal no anejó al recurso de certiorari instado copia del memorando de costas 

presentado por el Sr. García ante el foro primario. 
  
4
 Dicha solicitud es en realidad una moción de reconsideración presentada tardíamente. 
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Luego, el 12 de mayo de 2016, Universal acudió ante nos mediante 

el presente recurso de certiorari5, y señaló el siguiente error:  

INCIDIÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA SUPERIOR DE BAYAMÓN, AL DICTAR 
RESOLUCIÓN Y ORDENAR EL PAGO DE COSTAS EN 
VIRTUD DE LA PRESENTACIÓN DE UN MEMORÁNDUM 
DE COSTAS QUE NO CUMPLIÓ CON LAS 
DISPOSICIONES EXIGIDAS EN LA REGLA 44.1 (B) DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL DE PUERTO RICO.   

 
(Mayúsculas y bastardillas en el original). 
 

En síntesis, Universal manifestó que el término de diez días que 

establece la Regla 44.1 de las de Procedimiento Civil para notificar a la 

parte contraria el memorando de costas, es de naturaleza jurisdiccional.  

Además, adujo que se enteró del reclamo del pago de las costas cuando 

recibió la notificación de la Resolución recurrida.  Por ello, arguyó que el 

foro primario incidió al adjudicar un memorando de costas que nunca fue 

notificado a la parte contraria. 

II.  

A.  

De ordinario, aquel que presenta un recurso de certiorari pretende 

la revisión de asuntos interlocutorios, que han sido dispuestos por el foro 

de instancia en el transcurso y manejo del caso.  Adicionalmente, y 

conforme a la Regla 44.1 (b) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 44.1 (b), el recurso de certiorari es el mecanismo adecuado para 

revisar una resolución post sentencia que dicte un tribunal de instancia, 

que resuelva la impugnación de las costas.   

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción6 para atender el asunto planteado, ya 

                                                 
5
 Respecto a la Solicitud de Consolidación del recurso KLAN201600492 con el recurso 

del título, denegamos la misma por ser contraria a la Regla 80.1 del Reglamento del 
Tribunal de Apelaciones, que dispone que solo podrán consolidarse recursos sobre una 
orden, resolución o sentencia.  4 LPRA Ap. XXII-B, R. 80.1.  Aquí, aunque entre las 
mismas partes, los recursos instados solicitan la revisión de dos determinaciones 
diferentes.  Además, el recurso KLAN201600492 fue resuelto mediante la sentencia de 
27 de junio de 2016.     
 
6
 En nuestro ordenamiento jurídico, la discreción ha sido definida como una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 
justiciera.  Lo anterior “[n]o significa poder actuar en una forma u otra, haciendo 
abstracción del resto del derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un abuso de 
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sea expidiendo el auto o denegándolo.  Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  Así, pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012).   

De otra parte, precisa señalar que la discreción para entender en el 

recurso de certiorari no se ejerce en el vacío.  La Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal establece los criterios que debemos 

considerar al momento de ejercer nuestra facultad discrecional; a decir:    

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.      
            
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.            
   
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.              
   
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.            
  

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.          
         
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.      
   
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.   

  

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.    
  

Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción en los asuntos interlocutorios ante la consideración del 

Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso abuso de discreción o 

que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o que se [haya 

equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier norma procesal 

o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará 

                                                                                                                                     
discreción”.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); Negrón v. Srio. de 
Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  
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un perjuicio sustancial.”  Lluch v. España Service, 117 DPR 729, 745 

(1986).   

B. 

La Regla 44.1 de Procedimiento Civil rige lo relativo a la concesión 

de costas y honorarios de abogado.  En lo concerniente a las costas, la 

referida regla dispone lo siguiente:  

(a) Su concesión. — Las costas le serán concedidas a la 
parte a cuyo favor se resuelva el pleito o se dicte sentencia 
en apelación o revisión, excepto en aquellos casos en que 
se disponga lo contrario por ley o por estas reglas.  Las 
costas que podrá conceder el tribunal son los gastos 
incurridos necesariamente en la tramitación de un pleito o 
procedimiento que la ley ordena o que el tribunal, en su 
discreción, estima que una parte litigante debe rembolsar a 
otra.   

 
(b) Cómo se concederán. — La parte que reclame el pago 
de costas presentará al tribunal y notificará a la parte 
contraria, dentro del término de diez (10) días contados a 
partir del archivo en autos de copia de la notificación de la 
sentencia, una relación o memorándum de todas las 
partidas de gastos y desembolsos necesarios incurridos 
durante la tramitación del pleito o procedimiento.  El 
memorándum de costas se presentará bajo juramento de 
parte o mediante certificación del abogado o abogada y 
consignará que, según el entender de la parte reclamante o 
de su abogado o abogada, las partidas de gastos incluidas 
son correctas y que todos los desembolsos eran necesarios 
para la tramitación del pleito o procedimiento.  Si no hubiese 
impugnación, el tribunal aprobará el memorándum de costas 
y podrá eliminar cualquier partida que considere 
improcedente, luego de conceder a la parte solicitante la 
oportunidad de justificarlas.  Cualquier parte que no esté 
conforme con las costas reclamadas podrá impugnarlas en 
todo o en parte, dentro del término de diez (10) días 
contados a partir de aquel en que se le notifique el 
memorándum de costas.  El tribunal, luego de considerar la 
posición de las partes, resolverá la impugnación.  La 
resolución del Tribunal de Primera Instancia podrá ser 
revisada por el Tribunal de Apelaciones mediante el recurso 
de certiorari.  De haberse instado un recurso contra la 
sentencia, la revisión de la resolución sobre costas deberá 
consolidarse con dicho recurso.  

. . . . . . . . 
 
32 LPRA Ap. V, R. 44.1. 
 

En esta jurisdicción, rige la doctrina de la imposición mandatoria de 

costas a la parte vencida.   Comisionado v. Presidenta, 166 DPR 513, 518 

(2005).  Sin embargo, al interpretar la anterior Regla 44.1 de las de 

Procedimiento Civil de 1979, el Tribunal Supremo expresó que, por 

disposición de la propia regla, no todos los gastos del litigio son 
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recobrables mediante costas.  Así pues, la parte victoriosa solo podrá 

recobrar los gastos necesarios y razonablemente incurridos para tramitar 

un pleito o los que el tribunal, en el ejercicio de su discreción, estime que 

un litigante deba rembolsar a otro.  Comisionado v. Presidenta, 166 DPR, 

a la pág. 518; J.T.P. Dev. Corp. v. Majestic Realty Corp., 130 DPR 456, 

460 (1992). 

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo indicó que, una vez 

presentado oportunamente el memorando de costas, el tribunal deberá 

determinar cuáles gastos fueron necesarios y razonables, y concederlos a 

la parte victoriosa.  Comisionado v. Presidenta, 166 DPR, a la pág. 519.      

Así, el Tribunal Supremo ha reconocido como gastos recobrables 

en costas, entre otros, los siguientes: sellos de presentación de la 

demanda, gastos de emplazamiento, sellos cancelados para efectuar un 

embargo y fianza de embargo.  Garriga, Jr. v. Tribunal Superior, 88 DPR 

245, 258-259 (1963)7.    

Asimismo, el Tribunal Supremo ha enunciado que los sellos de 

rentas internas son gastos indispensables para la adecuada presentación 

de documentos o escritos ante el Tribunal.  En ese sentido, un escrito que 

no contenga dichos sellos se tiene como no presentado y a todos los 

efectos es nulo.  Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778, 781-782 

(1976).  Por ello, los gastos en sellos de rentas internas se consideran 

costas recobrables por el litigante victorioso.  R. Hernández Colón, 

Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San 

Juan, LexisNexis de Puerto Rico, Inc., 2010, pág. 382.     

En cuanto a los gastos de perito, el Tribunal Supremo ha resuelto 

que el derecho a recobrar como costas dichos gastos dependerá de si se 

trata de un perito del tribunal o de un perito de la parte. La regla general 

es que tales gastos son recobrables, a discreción del tribunal, solo por vía 

de excepción y cuando las expensas que originan el pleito estén 

plenamente justificadas.  Toppel v. Toppel, 114 DPR 16, 22 (1983). 

                                                 
7
 Examinada la prueba de este caso, el Tribunal Supremo avaló la aprobación de un 

memorando de costas que hizo el tribunal sentenciador que incluía, entre otros gastos, 
los mencionados.  Garriga, Jr. v. Tribunal Superior, 88 DPR, a la págs. 257-258.    
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En cambio, los gastos por concepto de uso de mensajeros, 

teléfono, caja chica, sellos de correo, servicios de fotocopia y gastos de 

oficina de similar naturaleza, no son recobrables como costas, en 

ausencia de demostración de especial necesidad en términos de una 

gestión particular relacionada con el caso.  Todos esos gastos “participan 

de la naturaleza de gastos de oficina generales, necesarios para el 

ejercicio de la profesión de abogado, no recobrables como 

costas”.  Andino Nieves v. A.A.A., 123 DPR 712, 718 (1989). 

Tampoco son incluibles como costas los gastos de transcripciones 

de records de vistas, cuando tales transcripciones se solicitan por ser 

convenientes, pero no necesarias, para los reclamantes. Pereira v. 

I.B.E.C., 95 DPR 28, 78 (1967).  De igual forma, el gasto incurrido en 

obtener deposiciones es recobrable si son necesarias, aunque no se usen 

en las vistas del caso.  Id. 

Por último, en ausencia de que se demuestre que el Tribunal de 

Primera Instancia cometió un abuso de discreción, un tribunal revisor no 

intervendrá con la discreción del foro original al reconocer como costas 

ciertas partidas, gastos razonables y necesarios en el trámite del pleito.  

Andino Nieves v. A.A.A., 123 DPR, a la pág. 719.     

III. 

En su único señalamiento de error, Universal arguyó que el 

Tribunal de Primera Instancia abusó de su discreción al adjudicar el 

memorando de costas que el Sr. García no le notificó dentro del término 

de diez días establecido en la Regla 44.1 (b) de las de Procedimiento 

Civil.  Argumentó que, conforme las expresiones del Tribunal Supremo en 

Comisionado v. Presidenta, 166 DPR 513, 518 (2005), el referido término 

de diez días era de naturaleza jurisdiccional.   

Somos conscientes de las expresiones del Tribunal Supremo en 

torno a ese particular, pronunciadas al interpretar la anterior Regla 44.1 

de las de Procedimiento Civil de 1979.  De la misma forma, reconocemos 

que el lenguaje de la anterior Regla 44.1 (b), así como el contenido de la 
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regla actual, no expresan que el término de diez días, para presentar ante 

el tribunal y notificar el memorando de costas a la parte contraria, sea uno 

jurisdiccional. 

Ahora bien, ante la alegación de falta de notificación, a tenor de la 

presunción que establece la Regla 304 (23) de las de Evidencia, debemos 

inferir que la comunicación “dirigida y cursada por correo debidamente, 

fue recibida en su oportunidad.”  32 LPRA Ap. VI, R. 304 (23).   

En su recurso, Universal adujo que se enteró del reclamo del pago 

de las costas cuando recibió la notificación de la Resolución recurrida.  

Según se desprende de los autos ante nuestra consideración, el foro 

primario notificó la resolución el 12 de abril de 2016, pero no fue hasta el 

3 de mayo que Universal instó la Solicitud urgente para que se deje sin 

efecto resolución ordenando pago de costas.  Esto fue, vencido el término 

de quince días establecido por la Regla 47 de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 47, para instar una solicitud de reconsideración.  Por 

ello, el foro de instancia, correctamente, no atendió su solicitud.      

De igual forma, Universal estuvo en posición de hacer 

oportunamente una mínima diligencia para obtener la copia del 

memorando de costas a través de la Secretaría del Tribunal de Primera 

Instancia, de modo que pudiéramos corroborar la certificación de la 

notificación del documento, pero no lo hizo.  Así pues, Universal no 

rebatió la presunción establecida por la Regla 304 (23) de las de 

Evidencia y, consecuentemente, su argumento de falta de notificación no 

nos convence.    

Ahora bien, no obstante lo antes concluido, colegimos que el error 

cometido por el Tribunal de Primera Instancia es uno distinto al señalado 

por Universal en su recurso de certiorari. 

Como foro revisor, tenemos la facultad de considerar una 

controversia que no fue planteada en el recurso, siempre y cuando 

nuestra intervención sea para evitar una injusticia manifiesta o para 

resolver errores patentes que surjan del recurso.  Ortiz v. Holsum, 190 
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DPR 511, 526 (2014); E.L.A. v. Northwestern Selecta, 185 DPR 40, 55 

(2012).  De otra parte, la Regla 44.1 de las de Procedimiento Civil faculta 

a este Tribunal para revisar mediante el recurso de certiorari 

controversias relacionadas con la imposición de las costas.  En virtud de 

ello, ejercemos nuestra discreción y acogemos el recurso instado en este 

caso. 

A la luz del derecho previamente esbozado, concluimos que incidió 

el foro primario al reconocer como gastos recobrables todas las partidas 

incluidas en el memorando de costas del Sr. García.     

Las costas recobrables al amparo de la Regla 44.1 de las de 

Procedimiento Civil, se refieren a los gastos necesarios y razonablemente 

incurridos en la tramitación de un pleito.  En particular, se reconocen 

como gastos recobrables a modo de costas los desembolsos por el 

diligenciamiento de los emplazamientos, los sellos de rentas internas y los 

gastos de perito.   

Ahora bien, nuestro ordenamiento jurídico no considera las 

partidas por concepto de sellos de correo y las fotocopias como unas 

recobrables a manera de costas.  Por tanto, procede eliminar las partidas 

correspondientes a los gastos por concepto de las fotocopias ($350.00) y 

el correo certificado ($35.00).     

En su consecuencia, concluimos que solo corresponde recobrar 

como costas aquellas cantidades correspondientes a los gastos de 

diligenciamiento de los emplazamientos ($325.00); los sellos de rentas 

internas ($375.00); la elaboración de los informes periciales ($5,000.00); y 

la preparación y comparecencia a juicio del perito ($5,000.00).  De esta 

forma, la cantidad total de costas a pagar por Universal se reduce de 

$11,085.00 a $10,700.00. 

IV. 

Por las razones anteriormente expresadas, se modifica la 

Resolución emitida el 5 de abril de 2016, y notificada el 12 de abril de 

2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón, a 
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los fines de eliminar las partidas correspondientes a los gastos de las 

fotocopias ($350.00) y el correo certificado ($35.00), por constituir gastos 

no recobrables como costas según la jurisprudencia interpretativa de la 

Regla 44 de las de Procedimiento Civil.   

En su consecuencia, la cantidad total de costas a pagar por la 

parte peticionaria se reduce de $11,085.00 a $10,700.00.  Así modificada, 

se confirma.   

Notifíquese. 

Lo pronunció y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Mildred Ivonne Rodríguez Rivera 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones, Interina 

 

 

 

 

 


